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 Hble. Sra.: 
 
 

 El Pleno del Consell Jurídic Consultiu de 

la Comunitat Valenciana, en sesión 

celebrada el día 3 de junio de 2026, bajo la 

Presidencia de la Hble. Sra. D.ª Margarita 

Soler Sánchez, y con la asistencia de los 

señores y las señoras que al margen se 

expresan emitió, por unanimidad, el 

siguiente dictamen: 

 
 

 
 
 
 

De conformidad con la comunicación de V.H., de 18 de mayo de 2026 
(Registro de entrada de 19 de mayo del mismo año), el Pleno del Consell 
Jurídic Consultiu de la Comunitat Valenciana ha examinado el procedimiento 
instruido por la Conselleria de Educación, Cultura y Universidades, relativo 
al proyecto de decreto, del Consell, por el que se aprueban los estatutos de la 
Universidad de Alicante (Expediente núm. 02-01-2026, de la autoridad 
consultante). 
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I 

ANTECEDENTES 
 
 
Del examen del expediente administrativo remitido se desprende lo 

siguiente:  
 
Primero.- Solicitud de dictamen 
 
En fecha 18 de mayo de 2026, el subsecretario de la Conselleria de 

Educación, Cultura y Universidades, por delegación de su titular, remitió a 
este Consell Jurídic Consultiu (Registro de entrada de 19 de mayo del mismo 
año) el expediente correspondiente al proyecto de decreto, del Consell, por el 
que se aprueban los estatutos de la Universidad de Alicante (en adelante, el 
“proyecto de decreto”), solicitándose el preceptivo dictamen con carácter 
urgente, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 10.4, y 14.2 de la 
Ley 10/1994, de 19 de diciembre, de creación del Consell Jurídic Consultiu 
de la Comunitat Valenciana. 

 
Segundo.- Documentación remitida 

 
El expediente remitido por la autoridad consultante está integrado por 

los siguientes documentos: 
 
1. Versión final del texto del proyecto de decreto. 
 
2. Anuncio por el que se somete a consulta pública previa el proyecto 

de decreto, publicado en el DOGV núm. 10265, en fecha 19 de diciembre de 
2025.  

 
3. Informe relativo al trámite de consulta pública previa del proyecto de 

decreto, emitido por el director general de Universidades, de fecha 8 de enero 
de 2026.  

 
4. Resolución de 12 de enero 2026, de la Consellera de Educación, 

Cultura, Universidades y Empleo, de inicio del procedimiento de elaboración 
y aprobación del proyecto de decreto. 

 
5. Informe justificativo de la necesidad y oportunidad de la aprobación 

del proyecto de decreto, emitido por la Secretaria General de la Universidad 
de Alicante (UA), de fecha 10 de diciembre de 2025.  

 
6. Informe justificativo de la necesidad y oportunidad de la aprobación 

del proyecto de decreto, emitido por el director general de Universidades, de 
fecha 20 de enero de 2026.  
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7. Informe de impacto económico del proyecto de decreto, emitido por 
el vicerrector de Planificación Económica y Estrategia,  

 
8. Memoria económica del proyecto de decreto, emitida por el director 

general de Universidades, de fecha 20 de enero de 2026.  
 
9. Informe de no comunicación a Presidencia y a las restantes 

Consellerias del proyecto de decreto, suscrito por el director general de 
Universidades, de fecha 20 de enero de 2026.  

 
10. Informe sobre el impacto de género del proyecto de decreto, emitido 

por la Unidad de Igualdad y la Secretaria General de la UA, de fecha 10 de 
diciembre de 2025.  

 
11. Informe sobre el impacto de género del proyecto de decreto, emitido 

por el director general de Universidades, de fecha 20 de enero de 2026. 
 
12. Informe sobre el impacto en la infancia, la adolescencia y las 

familias del proyecto de decreto, emitido por la vicerrectora de Igualdad, 
Inclusión y Responsabilidad Social de la UA, de fecha 9 de diciembre de 2025.  

 
13. Informe sobre el impacto en la infancia, la adolescencia y las 

familias del proyecto de decreto, emitido por el director general de 
Universidades, de fecha 20 de enero de 2026. 

 
14. Informe sobre la necesidad del trámite de urgencia del proyecto de 

decreto, suscrito por la Secretaria General de la UA, de fecha 10 de diciembre 
de 2025.  

 
15. Informe de coordinación informática del proyecto de decreto, 

emitido por el director general de Universidades, de fecha 20 de enero de 
2026. 

 
16. Informe favorable de la Dirección General de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones (DGTIC) del proyecto de decreto, de 3 de 
febrero de 2026. 

 
17. Informe del servicio jurídico de la UA sobre el proyecto de decreto, 

suscrito por la jefa del Área Jurídica, de fecha 7 de octubre de 2025.  

 
18. Toma de conocimiento firmado por el director general de 

Universidades, de fecha 26 de enero de 2026. 
 
19. Anuncio por el que se somete a información pública el proyecto de 

decreto publicado en el DOGV núm. 10309 de fecha 24 de febrero de 2026. 
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20. Informe relativo al trámite de información pública, emitido por el 
director general de Universidades, de fecha 9 de marzo de 2026. 

 
21. Certificado de audiencia pública a la comunidad universitaria, 

emitido por la Secretaria General de la UA, de fecha 12 de diciembre de 2025.  
 
22. Certificado de la Secretaria General sobre el Acuerdo del Claustro 

de la UA de aprobación del proyecto de decreto, de fecha 12 de diciembre de 
2025.  

 
23. Certificado de la Secretaria General sobre el Acuerdo de la Mesa del 

Claustro de la UA, de fecha 11 de diciembre de 2025.  
 
24. Informe negativo de huella de los grupos de interés del proyecto de 

decreto, emitido por el director general de Universidades, de fecha 16 de 
febrero de 2026.  

 
25. Informe negativo de huella de los grupos de interés del proyecto de 

decreto, emitido por el subsecretario, de fecha 17 de febrero de 2026.  
 

26. Certificado sobre la reunión del Consejo Valenciano de 
Universidades y de Formación Superior (CVUFS), emitido por la subdirectora 
general de Universidades, de fecha 13 de mayo de 2026.  

 
27. Certificado sobre la reunión del Consejo Interuniversitario 

Valenciano de Estudiantes (CIVE) emitido por la jefa del Servicio de 
Regulación Universitaria de la Conselleria de Educación, Cultura, 
Universidades y Empleo, de fecha 13 de mayo de 2026.  

 
28. Informe jurídico de la Abogacía General de la Generalitat, de fecha 

1 de abril de 2026. 
 
29. Informe de contestación a la Abogacía General de la Generalitat, 

emitido por la Secretaria General de la UA, de fecha 20 de abril de 2026.  
 
30. Informe de contestación a la Abogacía General de la Generalitat, 

emitido por el director general de Universidades, de fecha 14 de mayo de 2026. 
 
31. Acuerdo de 22 de abril de 2026, de la Mesa del Claustro 

Universitario de la UA, sobre modificaciones del proyecto de decreto como 
consecuencia del informe jurídico de la Abogacía de la Generalitat Valenciana. 

 
 
Y en este estado del procedimiento se remitió el expediente a este 

Consell Jurídic Consultiu para su dictamen. 
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II 

CONSIDERACIONES 
 
 

Primera.- Carácter jurídico del dictamen 
 
La autoridad consultante ha instado el dictamen con carácter 

preceptivo y urgente, al amparo de lo dispuesto en los artículos 10.4 y 14.2 
de la ya citada Ley de la Generalitat 10/1994, de 19 de diciembre, de Creación 
del Consell Jurídic Consultiu de la Comunitat Valenciana.  

 
1. En lo que se refiere al carácter preceptivo del Dictamen, señala el 

mencionado artículo 10.4 que el Consell Jurídic Consultiu deberá ser 
consultado preceptivamente en los supuestos de “Proyectos de reglamentos o 
disposiciones de carácter general que se dicten en ejecución de leyes y sus 
modificaciones”. El proyecto normativo sometido a consulta tiene por objeto 
la aprobación del Decreto del Consell, por el que se aprueban los estatutos de 
la Universidad de Alicante.  

 

Como ha manifestado este Consell Jurídic Consultiu en supuestos 
análogos (entre otros, Dictámenes, 710/2025, 472/2024, 169/2021, 
512/2012, 410/2011, 62/2004 472/2003, 579/2003, 536/2003, 500/2003, 
472/2003 y 180/1998), normas como la proyectada tienen características 
especiales, ya que la UA ha elaborado un proyecto de adaptación de Estatutos 
y los ha remitido al Consell de la Generalitat para su aprobación, para lo cual 
éste ha elaborado el correspondiente proyecto de Decreto, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 38.1 de la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, 
del Sistema Universitario (LOSU). 

 
El Tribunal Constitucional tuvo ocasión de pronunciarse acerca del 

carácter normativo de los Estatutos de las Universidades, en su STC 55/1989, 
de 23 de febrero. En el FJ4º de esa sentencia afirmaba expresamente lo 
siguiente:  

 
“los Estatutos, aunque tengan su norma habilitante en la L.R.U., no son, 

en realidad, normas dictadas en su desarrollo: son reglamentos autónomos en 
los que plasma la potestad de autoordenación de la Universidad en los términos 
que permite la ley. Por ello, como destaca el Consejo de Estado (…), a diferencia 
de lo que ocurre con los reglamentos ejecutivos de leyes que para ser legales 
deben seguir estrictamente el espíritu y la finalidad de la ley habilitante que 
les sirve de fundamento, los Estatutos se mueven en un ámbito de autonomía 
en que el contenido de la Ley no sirve sino como parámetro controlador o límite 
de la legalidad del texto. Y, en consecuencia, sólo puede tacharse de ilegal 
alguno de sus preceptos si contradice frontalmente las normas legales que 
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configuran la autonomía universitaria, y es válida toda norma estatutaria 
respecto de la cual quepa alguna interpretación legal”.  

 
Ahora bien, el argumento de que los Estatutos de las Universidades no 

revisten estrictamente el carácter de reglamentos ejecutivos, sino el de 
reglamentos autónomos, tal y como ha manifestado el Tribunal 
Constitucional, no es óbice para que este Consell Jurídic Consultiu efectúe 
un control de legalidad, en consonancia con lo dispuesto en el citado artículo 
38.1 de la LOSU, en relación con el artículo 2 de la Ley 10/1994, de 19 de 
diciembre, de Creación del Consell Jurídic Consultiu de la Comunitat 
Valenciana. Precisamente, este último precepto dispone que este Consell 
"velará por la observancia de la Constitución, el Estatuto de Autonomía de la 
Comunitat Valenciana y el resto del ordenamiento jurídico, en cuyo conjunto 
normativo fundamentará el Consejo su dictamen".  

 
En lo atinente al mencionado control de legalidad, este Órgano 

consultivo ha mantenido una clara doctrina, por ejemplo, entre otros, en su 
Dictamen 169/2021, de 24 de marzo, en el que declaró lo siguiente: 

 
“La función de control de legalidad de los Estatutos, como ha manifestado 

este Consell en reiteradas ocasiones -entre otras en el dictamen 512/2012-, 
conlleva, entre otras peculiaridades, que cuando se informen los estatutos de 
una universidad pública del Sistema Universitario Valenciano solo deban 
plantearse reparos de estricta legalidad. A juicio del Consell Jurídic Consultiu, 
‘no procede realizar observaciones de legalidad (…) siempre que quepa alguna 
interpretación (…) que sea acorde con el ordenamiento jurídico’. Tampoco es 
función de este Consell pronunciarse ‘en relación con aquellos preceptos (…) 
respecto de los que podría mejorarse su redacción o que su regulación 
convendría completarla’ (consideración primera) 

 
Ello es así porque, a diferencia de otros proyectos de disposiciones 

generales sometidos a nuestro informe, los estatutos de una universidad 
pública son una concreción del principio de autonomía universitaria reconocida 
en el artículo 27.10 de la Constitución”.  

 
Por consiguiente, y a la vista de lo razonado anteriormente, el carácter 

preceptivo de la consulta no ofrece duda. Es más, como ya tuvo ocasión de 
afirmar este Órgano consultivo, entre otros, en su Dictamen 169/2021, de 24 
de marzo, “el dictamen de los órganos consultivos previo a su aprobación es un 
refuerzo de la garantía de dicho control de legalidad, tendente a evitar que se 
menoscabe dicha autonomía universitaria o, en el extremo opuesto, su ejercicio 
exceda del ámbito en el que normativamente debe desenvolverse”. 

 
2. En cuanto al carácter urgente del dictamen, expresa el artículo 14.2 

de la Ley 10/1994, de Creación de esta Institución que: “Cuando en el escrito 
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de remisión de los expedientes se haga constar la urgencia del dictamen, el 
plazo máximo para su emisión será de diez días”.  

 
Y el artículo 76.1 del Decreto 37/2019, de 15 de marzo, del Consell, por 

el que se aprueba el Reglamento del Consell Jurídic Consultiu de la 
Comunitat Valenciana, dice que “Cuando en el escrito de remisión de los 
expedientes se haga constar la urgencia del dictamen y se motive esta, el plazo 
máximo para su emisión será de diez días hábiles”.  

 
En consecuencia, cualquier solicitud de dictamen que se curse con 

carácter de urgencia requiere de motivación. En el presente caso, la 
Resolución de 12 de enero de 2026, de la Consellera de Educación, Cultura, 
Universidades y Empleo, de inicio del procedimiento de elaboración y 
aprobación del proyecto de decreto, declara la urgencia de la tramitación por 
las siguientes razones:  

 
“Dado que la tramitación de este procedimiento se puede prolongar 

durante varios meses por los numerosos trámites que supone y que estos 
Estatutos deben estar en vigor antes del 12 de abril de 2026 (tres años desde 
la entrada en vigor de la LOSU), unido a la necesidad de ajustar, tanto la 
composición de los órganos colegiados como los procesos electorales de los 
órganos individuales de la Universidad de Alicante, a la regulación contenida 
en la LOSU, y sumado a que la Universidad de Alicante ha solicitado que se 
apruebe la urgencia en la tramitación, se considera necesario que, por parte del 
órgano competente para su iniciación, tal y como se establece en la redacción 
actual del artículo 43 del Decreto 24/2009, de 13 de febrero, del Consell, sobre 
la forma, la estructura y el procedimiento de elaboración de los proyectos 
normativos de la Generalitat, se declare la urgencia de la tramitación del 
proyecto de aprobación de los Estatutos de la Universidad de Alicante que 
deberá culminar con su aprobación mediante Decreto del Consell”. 

 
Segunda.- Marco normativo aplicable y justificación del proyecto 

de Decreto 
 
1. La jurisprudencia constitucional ha establecido un claro criterio 

interpretativo, al sostener que “no es preciso señalar ahora con detenimiento 
(...) los preceptos constitucionales determinantes de la competencia del Estado 
en materia universitaria, porque el enfoque en materia de competencia estatal 
ha de ser, con carácter general, el inverso: no hay más límites a tal competencia 
que las que la Constitución y, en su desarrollo, los Estatutos de Autonomía 
atribuyen a las comunidades autónomas, a las que hay que añadir, por lo que 
a las universidades se refiere, las competencias inherentes a su autonomía 
reconocida en el artículo 27.10” (STC 26/1987, de 27 de febrero, FJ5º). 

 
En efecto, la Constitución reconoce en su artículo 27.10 “la autonomía 

de las Universidades, en los términos que la ley establezca”. Sobre la 
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interpretación de este derecho, el Tribunal Constitucional en la citada 
Sentencia 26/1987, de 27 de febrero, declaró en su FJ4º – y a propósito de la 
por entonces vigente Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma 
Universitaria (LRU) – lo siguiente: “es preciso afirmar que ésta se configura en 
la Constitución como un derecho fundamental por su reconocimiento en la 
Sección 1.ª del Capítulo Segundo del Título I, por los términos utilizados en la 
redacción del precepto, por los antecedentes constituyentes del debate 
parlamentario que llevaron a esa conceptuación y por su fundamento en la 
libertad académica que proclama la propia LRU”.  

 
Además, añade el Tribunal Constitucional que “la autonomía es la 

dimensión institucional de la libertad académica que garantiza y completa su 
dimensión individual, constituida por la libertad de cátedra. Ambas sirven para 
delimitar ese “espacio de libertad intelectual” sin el cual no es posible la 
“creación, desarrollo, transmisión y crítica de la ciencia, de la técnica y de la 
cultura” (art. 1.2.a) de la L.R.U.) que constituye la última razón de ser de la 
Universidad” (STC 26/1987, de 27 de febrero, FJ3º).  

 
En definitiva, como indica el Consejo de Estado en su Dictamen 

540/2021, de 20 de julio, la autonomía de las universidades “supone, en todo 
caso, un mínimo garantizado a las universidades de autonormación y 
autogobierno (…) Pero implica también un principio organizativo en el que se 
sintetiza una fórmula singular de articulación de las relaciones entre el poder 
político y administrativo y las instituciones universitarias que se traduce en el 
reconocimiento en beneficio de estas últimas de un amplio margen de libertad 
para la configuración de su organización y el desenvolvimiento de su 
actividad”. 

 
Por otro lado, el derecho a la autonomía universitaria constituye, a su 

vez, un derecho de configuración legal, pues el derecho se reconoce “en los 
términos que la ley establezca”. Como señala la mencionada STC 55/1989, de 
23 de febrero, “ello significa, de una parte, que el legislador puede regularla en 
la forma que estime más conveniente, si bien siempre dentro del marco de la 
Constitución y del respeto a su contenido esencial; no puede, así, en virtud de 
esa amplia remisión contenida en el art. 27.10 C.E., rebasar o desconocer la 
autonomía universitaria introduciendo limitaciones o sometimientos que la 
conviertan en mera proclamación teórica. sino que ha de respetar «el contenido 
esencial» que como derecho fundamental preserva el art. 53.1 C.E. Pero supone 
también, por lo que aquí importa, que, una vez delimitado legalmente el ámbito 
de su autonomía, la Universidad posee, en principio, plena capacidad de 
decisión en aquellos aspectos que no son objeto de regulación específica en la 
ley, lo cual no significa -como ha precisado la referida Sentencia- que no existan 
limitaciones derivadas del ejercicio de otros derechos fundamentales, o de un 
sistema universitario nacional que exige instancias coordinadoras”.  
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Como ya se incidió por parte de este Consell Jurídic Consultiu en sus 
Dictámenes 624/2014, 169/2021 y 472/2024 –y parafraseando al Tribunal 

Constitucional – “dicha autonomía universitaria no debe concebirse de modo 
absoluto, sino que “La competencia de las Universidades para elaborar sus 
propios Estatutos y demás normas de funcionamiento interno es, sin duda, una 
garantía de la autonomía universitaria... pero ello no supone, en modo alguno, 
que pueda desorbitarse esa competencia del ámbito de funcionamiento interno 
que le es propio hasta el extremo de configurarla como una facultad tan 
absoluta que venga a constituir obstáculo insuperable al ejercicio de las 
potestades que confieren la Constitución y, en su caso, los Estatutos de 
Autonomía al Estado y a las Comunidades Autónomas”.(STC 106/1990 F.J. 
12º)”. 

 
 En definitiva, y como hemos afirmado en anteriores ocasiones, la 

autonomía universitaria (derecho fundamental según la STC 26/1987, y 
también garantía institucional según la STC 106/1990) es un elemento 
vertebrador de la propia existencia de la institución universitaria. Pero dicha 
autonomía debe ejercerse dentro del marco normativo diseñado por la 
Constitución y por las normas emanadas por el Estado y las Comunidades 
Autónomas en sus respectivos ámbitos competenciales. Además, el control de 
legalidad de los estatutos universitarios establecido en el artículo 6.2 LOU está 
dirigido, precisamente, a la verificación de que el ejercicio que de su autonomía 
realizan las respectivas universidades se ha mantenido dentro de los límites a 
aquélla inherentes”. 

 
Pues bien, en el marco normativo vigente, el artículo 3.2 de la LOSU 

viene a establecer con mayor concreción el contenido que comprende y 
requiere la autonomía de las universidades. En particular, interesa destacar 
aquí la letra e) de este apartado, en la cual se proclama como facultad y 
competencia de las universidades públicas “la elaboración de sus Estatutos”. 
Sobre este precepto, la STC 44/2016, de 14 de marzo, en su FJ4º, declaró 
que dichas “facultades y competencias integran, en términos positivos, el 
contenido esencial de la autonomía universitaria, habiéndose asumido su valor 
como parámetro de constitucionalidad en las SSTC 47/2005, de 3 de marzo, 
FJ 5; 183/2011, de 21 de noviembre, FJ 6; 87/2014, de 29 de mayo, FJ 7, y 
176/2015, de 22 de julio, FJ 5, como antes se hiciera para el precepto 
equivalente de la Ley Orgánica de reforma universitaria en las SSTC 106/1990, 
de 6 de junio, FJ 8; 187/1991, de 3 de octubre, FJ 3, y 155/1997, de 29 de 
septiembre, FJ 2”.  

 
Y, en lo que respecta al procedimiento de elaboración de los Estatutos, 

conviene acudir al artículo 38.1 de la LOSU, el cual declara que “Las 
universidades públicas se regirán por esta ley orgánica, por la ley de su 
creación y por sus Estatutos, que serán elaborados por aquéllas y aprobados, 
previo control de su legalidad, por la Comunidad Autónoma, así como por las 
normas que dicten el Estado y las Comunidades Autónomas en el ejercicio de 
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sus respectivas competencias en lo que les sean de aplicación”. Y, acto seguido, 
en su apartado tercero, añade que “Una vez aprobados por la Comunidad 
Autónoma que corresponda, los Estatutos se publicarán en el diario oficial de 
la Comunidad Autónoma. Asimismo, serán publicados en el «Boletín Oficial del 
Estado»”.  

 
De forma análoga ya se había pronunciado la Ley 4/2007, de 9 de 

febrero, de la Generalitat, de Coordinación del Sistema Universitario 
Valenciano (en adelante, “Ley 4/2007, de 9 de febrero”), cuyo artículo 6.3 
dispone que “corresponde a las universidades elaborar sus estatutos, en el 
caso de las públicas (…), correspondiendo su aprobación, previo control de 
legalidad, al Consell”. 

 
En virtud de lo anterior, se aprobó en su día el Decreto 25/2012, de 3 

de febrero, del Consell, por el que se aprueban los Estatutos de la Universidad 
de Alicante, sobre el cual este Consell Jurídic Consultiu emitió el Dictamen 
1008/2011.  

 
2. Sentado lo anterior, conviene hacer una referencia a los motivos que 

han justificado la elaboración y aprobación de esta norma. Según se afirma 

en el informe justificativo de la necesidad y oportunidad de la aprobación del 
proyecto de decreto emitido por el director general de Universidades, de fecha 
20 de enero de 2026:  

 
“Como obra en la documentación remitida por la Universidad de Alicante, 

la necesidad y oportunidad de este proyecto de Decreto resulta imperativa como 
consecuencia directa del nuevo marco legal establecido con la aprobación de la 
LOSU, que introduce una transformación integral del sistema universitario. 

 
La propia LOSU establece, en su disposición transitoria primera, un 

mandato a las universidades públicas consistente en la adaptación a esta 
norma legal de los respectivos estatutos y determina un período máximo de tres 
años, a contar desde su entrada en vigor, para aprobar los nuevos Estatutos, 
así como constituir el nuevo Claustro y Consejo de Gobierno, de acuerdo con 
sus preceptos. 

 
Nos encontramos, por tanto, frente a una reforma obligada por 

modificación legal y el proyecto de Estatutos, responde por ello. En este sentido, 
el referido proyecto respeta los principios de buena regulación previstos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 
administrativo común de las administraciones públicas, entre ellos el de 
necesidad y oportunidad, pues la norma se adecúa al objetivo de adaptar los 
estatutos vigentes de la Universidad de Alicante al nuevo marco jurídico de 
regulación del sistema universitario, en cumplimiento de la citada Ley Orgánica 
2/2023, contemplando el desarrollo de diversos aspectos, como la estructura y 
la organización, órganos de gobierno y representación, régimen de personal 
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docente e investigador, régimen económico y financiero, y derechos y deberes 
de la comunidad universitaria, entre otros. Con todo ello se cumplen las 
necesidades básicas del nuevo marco legislativo aplicable y se adapta la norma 
básica de la Universidad de Alicante, igualmente, a la realidad de su entorno 
económico, social, académico y cultural actual. 

 
En cuanto al alcance de la iniciativa, la Universidad de Alicante indica 

en su documentación que, en este proyecto, y siguiendo el mandato del Claustro 
de fecha 23 de mayo de 2023, se han hecho las adaptaciones necesarias para 
cumplir con lo preceptuado en la LOSU, a la vez que se han ajustado las 
exigencias legales y ordinarias en la medida en que el anterior Estatuto 
aprobado por Decreto 25/2012, de 3 de febrero del Consell estaba afectado 
también por otras normas”. 

 
3. Finalmente, en cuanto al instrumento normativo empleado –Decreto 

del Consell– entendemos que éste es correcto, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 18, f) y 33 de la Ley 5/1983, de 30 de diciembre, 
del Consell (Ley del Consell), en relación con el artículo 6.3 de la Ley 4/2007, 
de 9 de febrero. 

 
Este proyecto de decreto se propone, además, por la persona titular de 

la Conselleria de Educación, Cultura y Universidades, órgano competente por 
razón de las materias asignadas por el por el Decreto 16/2025, de 3 de 
diciembre, del President de la Generalitat, por el que se determinan el número 
y la denominación de las consellerias, y sus competencias; y el Decreto 
186/2025, de 5 de diciembre, del Consell, por el que establece la estructura 
orgánica básica de la Presidencia y de las consellerias de la Generalitat; todo 
ello, en relación con lo establecido en el artículo 28 c) de la Ley del Consell.  

 
Por consiguiente, concluimos que la Generalitat y, en concreto, el 

Consell, de acuerdo con lo expuesto previamente y en ejercicio de la potestad 
reglamentaria que tiene reconocida ex artículos 31 y siguientes de la Ley del 
Consell, resulta competente para aprobar este proyecto de decreto. De igual 
modo, resulta adecuado el instrumento normativo formalmente empleado.   

 
Tercera.- Procedimiento de elaboración del proyecto de decreto 
 
La elaboración y la tramitación de este proyecto de decreto se ajustó al 

cauce y a los trámites que se establecen en el artículo 43 de la Ley del Consell 

que se desarrollaron y completaron por medio del Decreto 24/2009, de 13 de 
febrero, del Consell, de 13 de febrero, sobre la forma, la estructura y el 
procedimiento de elaboración de los proyectos normativos de la Generalitat 
(Decreto 24/2009, de 13 de febrero), así como a lo previsto, con carácter 
básico, en los artículos 127 a 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
(LPACAP). 
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Previamente al examen de los distintos trámites que conforman el 

expediente remitido conviene formular una precisión. El artículo 10 de la Ley 
6/2024, de 5 de diciembre, de simplificación administrativa, introduce la 
figura de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, al señalar en su 
apartado 1 que “A fin de garantizar que la iniciativa legislativa y la potestad 
reglamentaria de la Generalitat se ajustan a los principios de buena regulación, 
se establece la obligación de unificar toda la información sobre su justificación, 
oportunidad y necesidad y estimación de sus impactos en los diferentes 
ámbitos en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo correspondiente”. En 
el apartado 2 se regula el contenido que debe recoger, en todo caso, la citada 
Memoria. No obstante, con arreglo a la disposición final sexta, el legislador 
difiere la entrada en vigor del citado artículo 10, junto con los artículos 61 y 
66, al día siguiente al de la publicación en el “Diari Oficial de la Generalitat 
Valenciana” del acuerdo por el que apruebe la Guía metodológica para la 
elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. Dado que esta 
última se publicó el día 25 de febrero de 2026 en el DOGV y el procedimiento 
para la elaboración y tramitación de este proyecto de orden se inició el 12 de 
enero de 2026, no resulta de aplicación al presente procedimiento de 
elaboración del proyecto de decreto. 

 
De los trámites realizados conviene, en particular, mencionar los 

siguientes: 
 
1. El procedimiento se inició mediante Resolución de 12 de enero 2026, 

de la Consellera de Educación, Cultura, Universidades y Empleo, de inicio del 
procedimiento de elaboración y aprobación del proyecto de decreto, por 
consiguiente, conforme a lo dispuesto en el artículo 39.1 del Decreto 24/2009, 
de 13 de febrero. En dicha resolución se encomendaba la tramitación de la 
norma proyectada, mediante la realización e impulso de los trámites 
necesarios para su aprobación, a la Dirección General de Universidades.  
 

2. Además de encomendar la tramitación del proyecto de decreto a la 
Dirección General de Universidades, la citada resolución declara la urgencia 
del expediente para la tramitación de la norma. Por tanto, se da cumplimiento 
a lo previsto en el artículo 43.1 del Decreto 24/2009, de 13 de febrero (tras la 
modificación operada por el artículo 35 del Decreto-ley 14/2025, de 26 de 
diciembre, del Consell, de medidas urgentes frente a la hiperregulación, la 
agilización de procedimientos y la garantía de la unidad de mercado), a saber: 

“La declaración de urgencia para la tramitación de los proyectos normativos 
corresponderá al órgano competente para iniciar el procedimiento mediante la 
resolución o acuerdo motivado”.  
 

3. La participación de la ciudadanía en el procedimiento de elaboración 
de normas con rango de reglamento se ajusta a dos momentos distintos, tal y 
como se recoge en el artículo 133 de la LPACAP. 
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Por un lado, el trámite de consulta pública previa, previsto tanto en el 

apartado 1 del citado artículo 133 de la LPACAP, como en los artículos 14 y 
15 de la Ley 4/2023, de 13 de abril, de la Generalitat, de Participación 
Ciudadana y Fomento del Asociacionismo de la Comunitat Valenciana (Ley 
4/2023, de 13 de abril). Consta realizado este trámite, tal y como se refleja en 
el anuncio publicado en el DOGV núm. 10265 en fecha 19 de diciembre de 
2025, en el que se informaba de la tramitación del proyecto de decreto, el cual 
pudo consultarse en el Portal de Participación ciudadana de la Generalitat 
GVA Participa del 20 de diciembre de 2025 al 3 de enero de 2026, ambos 
inclusive.  

 
En el informe relativo al trámite de consulta pública previa del proyecto 

de decreto, emitido por director general de Universidades de fecha 8 de enero 
de 2026, se dice que, una vez finalizado el plazo, no consta que se hayan 
realizado aportaciones al proyecto de decreto.  

 
Por otro lado, el artículo 133.2 de la LPACAP y los artículos 14 y 16 de 

la Ley 4/2023, de 13 de abril, prevén la realización de un trámite de audiencia 
e información pública. Consta realizado este trámite, tal y como se refleja en 

el anuncio publicado en el DOGV núm. 10309 de fecha 24 de febrero de 2026 
en el que se informaba de la tramitación del proyecto de decreto, el cual pudo 
consultarse en el Portal de Participación ciudadana de la Generalitat GVA 
Participa, del 25 de febrero al 6 de marzo de 2026.  

 
Igualmente, consta informe relativo al trámite de información pública, 

emitido por el director general de Universidades, de fecha 9 de marzo de 2026, 
en el que se dice que, una vez finalizado el plazo, no consta que se hayan 
realizado aportaciones al proyecto de decreto.  

 
También consta certificado emitido por la Secretaria General de la UA, 

de fecha 12 de diciembre de 2025, en el que se afirma que se concedió un 
periodo de audiencia pública para toda la comunidad universitaria para que 
presentasen aportaciones a la propuesta de reforma de los Estatutos de la 
UA, el cual se realizó desde el día 5 al 25 de septiembre de 2025. Y que, 
durante dicho periodo, se presentaron un total de 99 aportaciones sobre las 
cuales se pronunció la Comisión de Modificación de los Estatutos de la UA, 
en sesión celebrada el 14 de octubre de 2025.  

 

4. Se ha emitido informe sobre la necesidad y oportunidad del proyecto 
de decreto y la correspondiente memoria económica, tal y como dispone el 
artículo 43.1, a) de la Ley del Consell y el artículo 39.2 del Decreto 24/2009, 
de 13 de febrero. En cuanto al primero, su contenido ya ha sido expuesto en 
la consideración segunda de este dictamen. Y, en lo que se refiere a la 
memoria económica, se dice expresamente lo siguiente: “Por tanto, el proyecto 
de Decreto mencionado no tiene ninguna incidencia presupuestaria para la 
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Generalitat, tanto en el presente ejercicio presupuestario como en los futuros 
que se aplique, ya que su finalidad es la de aprobar los Estatutos de la 
Universidad de Alicante y los gastos que puedan originarse están a cargo del 
presupuesto propio de la Universidad”.  

 
De conformidad con el artículo 26.3 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, 

de Hacienda Pública, del Sector Público Instrumental y de Subvenciones: 
“cuando de la memoria económica se desprenda que su aplicación no comporta 
gasto no será necesario solicitar el informe citado en el apartado 1, siempre 
que, en el texto que se someta a aprobación o autorización, se incluya, a través 
de la incorporación de un apartado, artículo, disposición o cláusula específica, 
una referencia expresa a la no incidencia presupuestaria de la actuación en 
cuestión”.  

 
A este respecto, se ha incorporado en la disposición adicional segunda 

del proyecto de decreto una referencia expresa a la “limitación al gasto” de la 
norma, por lo que se cumple con lo previsto en el citado artículo 26.3 de la 
Ley 1/2015, de 6 de febrero. 

 
5. Los artículos 43.1, d) y 53.1 de la Ley del Consell disponen 

expresamente que, durante la tramitación del procedimiento, se recabarán 
todos aquellos informes que se consideren necesarios. A este propósito, se ha 
emitido por parte del director general de Universidades un informe sobre 
impacto por razón de género, dando cumplimiento a lo previsto en el artículo 
4 bis de la Ley 9/2003, de 2 de abril, de la Generalitat, para la igualdad entre 
mujeres y hombres. También constan los informes sobre impacto en la 
familia, en la infancia y la adolescencia, en cumplimiento de lo establecido, 
respectivamente, en el artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 
Protección del Menor y en la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, 
de Protección de las Familias Numerosas, todos ellos emitidos por la Dirección 
General de Universidades.  

 
De forma análoga, consta en el expediente que la vicerrectora de 

Igualdad, Inclusión y Responsabilidad Social de la UA y la Unidad de Igualdad 
han evacuado también los correspondientes informes sobre impacto por razón 
de género, y sobre impacto en la familia, en la infancia y la adolescencia.  

 
Se ha incorporado, asimismo, el informe de huella de grupos de interés 

negativo firmado por el subsecretario, de fecha 17 de febrero de 2026, por lo 

que se cumple con lo dispuesto en el artículo 18.1 de la Ley 25/2018, de 10 
de diciembre, reguladora de la actividad de los grupos de interés de la 
Comunitat Valenciana y el artículo 21.2 del Decreto 172/2021, de 15 de 
octubre, del Consell, de desarrollo de la Ley 25/2018, de 10 de diciembre, 
reguladora de la actividad de los grupos de interés de la Comunitat 
Valenciana. 
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Consta, por otro lado, el informe de no afectación de programas 
informáticos del proyecto de decreto, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Instrucción número 4/2012 de la Dirección General de Tecnologías de la 
Información sobre coordinación informática de los proyectos normativos y 
actos administrativos. Asimismo, consta el informe de coordinación 
informática, emitido por la DGTIC, de fecha 3 de febrero de 2026. 

 
Adicionalmente, se ha aportado el informe de no afectación a 

Presidencia y a otras Consellerias, de conformidad con los artículos 43 de la 
Ley del Consell y 40 del Decreto 24/2009, de 13 de febrero.  

 
Igualmente, consta el Certificado de la secretaria del CVUFS, de fecha 

13 de mayo de 2026, por el que se indica expresamente que “en la reunión del 
Pleno del Consejo Valenciano de Universidades y de Formación Superior 
(CVUFS) celebrada el día 22 de abril de 2026, -acta pendiente de aprobación-, 
el mencionado órgano colegiado ha tenido conocimiento del Proyecto de Decreto 
del Consell por el que se aprueban los estatutos de la Universidad de Alicante”.  

 
Del mismo modo, consta el Certificado de la secretaria del CIVE emitido 

por la jefa del Servicio de Regulación Universitaria de la Conselleria de 
Educación, Cultura, Universidades y Empleo, de fecha 13 de mayo de 2026, 
por el que se señala expresamente que “en la reunión del Pleno del Consejo 
Interuniversitario Valenciano de Estudiantes (CIVE) correspondiente al día 11 
de mayo de 2026 -acta pendiente de aprobación- el mencionado órgano 
colegiado ha tenido conocimiento del Proyecto de Decreto del Consell por el que 
se aprueban los Estatutos de la Universidad de Alicante”.  

 
En todos estos informes no se pone de manifiesto elemento obstativo 

alguno a la elaboración y aprobación de la norma proyectada. 
 
6. Finalmente, se ha incorporado al expediente el informe preceptivo de 

la Abogacía de la Generalitat, de conformidad a los artículos 43.1, e) de la Ley 
del Consell y 5.2, a) de la Ley de la Generalitat 10/2005, de 9 de diciembre, 
de asistencia jurídica a la Generalitat. Asimismo, consta informe de 
contestación a la Abogacía General de la Generalitat, emitido por la Secretaria 
General de la UA, de fecha 20 de abril de 2026. Del mismo modo, se ha 
incorporado el informe de contestación a la Abogacía General de la 
Generalitat, emitido por el director general de Universidades, de fecha 14 de 
mayo de 2026.  

 
Cuarta.- Estructura y contenido  
 
El texto del proyecto de decreto consta de una parte expositiva, una 

parte dispositiva integrada por un único artículo, dos disposiciones 
adicionales, una disposición derogatoria, una disposición final y un Anexo. El 
Anexo, que integra el texto de los Estatutos de la UA, contiene a su vez una 
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parte dispositiva, conformada por 204 preceptos, y una final, integrada por 
una disposición adicional única, cuatro disposiciones transitorias, una 
disposición derogatoria y dos disposiciones finales.  

 
El Índice del Anexo del proyecto de decreto es el siguiente: 

 
Título preliminar. Naturaleza, principios y fines.  
 
Artículo 1. Naturaleza y principios.  
Artículo 2. Fines de la Universidad.  
Artículo 3. Autonomía universitaria.  
Artículo 4. Cooperación y coordinación.  
Artículo 5. Sede y símbolos.  
 
Título I. De la estructura de la Universidad de Alicante.  
 
Capítulo I. Disposición general.  
Artículo 6. Estructuras organizativas.  
 
Capítulo II. De los campus.  

Artículo 7. Naturaleza y creación.  
 
Capítulo III. De las facultades y escuelas.  
Artículo 8. Naturaleza.  
Artículo 9. Competencias.  
Artículo 10. Creación, modificación y supresión.  
Artículo 11. Composición.  
Artículo 12. Órganos de gobierno.  
Artículo 13. Medios materiales y humanos.  
 
Capítulo IV. De los departamentos.  
Artículo 14. Naturaleza.  
Artículo 15. Competencias.  
Artículo 16. Constitución.  
Artículo 17. Creación, modificación y supresión.  
Artículo 18. Adscripción. 
Artículo 19. Composición.  
Artículo 20. Órganos de gobierno.  
Artículo 21. Medios materiales y humanos.  

 
Capítulo V. De los institutos universitarios de investigación.  
Artículo 22. Naturaleza y tipología.  
Artículo 23. Competencias.  
Artículo 24. Creación, modificación y supresión.  
Artículo 25. Composición.  
Artículo 26. Órganos de gobierno.  
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Capítulo VI. De la Escuela Internacional de Doctorado de la Universidad 

de Alicante.  
Artículo 27. La Escuela Internacional de Doctorado de la Universidad 

de Alicante.  
 
Capítulo VII. De las unidades básicas.  
Sección 1.ª De las unidades de Igualdad y de Diversidad.  
Artículo 28. Unidad de Igualdad.  
Artículo 29. Unidad de Diversidad.  
Sección 2.ª De la Defensoría Universitaria.  
Artículo 30. Definición y funciones.  
Artículo 31. Elección.  
Artículo 32. Dedicación y régimen de funcionamiento.  
Sección 3.ª De la Inspección de Servicios.  
Artículo 33. La inspección de servicios.  
Sección 4.ª De la Comisión de Convivencia.  
Artículo 34. La Comisión de Convivencia.  
 
Capítulo VIII. De otros centros y estructuras.  

Artículo 35. Creación, modificación y supresión.  
Artículo 36. Adscripción de centros.  
Artículo 37. Creación y dotación de estructuras específicas.  
 
Capítulo IX. De los servicios universitarios.  
Artículo 38. Definición.  
Artículo 39. Procedimiento de creación.  
 
Capítulo X. De las comisiones.  
Artículo 40. Comisión de Reclamaciones.  
Artículo 41. Comisiones de apoyo al Consejo de Gobierno.  
Artículo 42. Otras comisiones. 
 
Título II. Del gobierno y representación de la Universidad.  
 
Capítulo I. Disposiciones generales.  
Artículo 43. Naturaleza de los órganos de gobierno y representación de 

la Universidad.  
Artículo 44. Representación y participación de la comunidad 

universitaria.  
Artículo 45. Normas electorales y derecho de sufragio.  
Artículo 46. Competencias de las comisiones electorales.  
Artículo 47. Composición de la Comisión Electoral de la Universidad.  
Artículo 48. Composición de las comisiones electorales de facultades y 

escuelas. 
Artículo 49. Mesas electorales.  
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Artículo 50. Situaciones de los cargos unipersonales electos.  
Artículo 51. Situaciones de los cargos unipersonales designados y de 

las y los integrantes de los órganos colegiados.  
 
Capítulo II. De los órganos colegiados.  
Sección 1.ª Del Consejo Social.  
Artículo 52. Naturaleza.  
Artículo 53. Competencias.  
Artículo 54. Composición y designación de sus integrantes.  
Sección 2.ª Del Claustro Universitario.  
Artículo 55. Naturaleza.  
Artículo 56. Competencias.  
Artículo 57. Composición y elección de claustrales.  
Artículo 58. Renovación y sustitución en caso de vacantes.  
Artículo 59. Convocatoria de elecciones.  
Artículo 60. Condición de claustral.  
Artículo 61. Organización y funcionamiento.  
Sección 3.ª Del Consejo de Gobierno.  
Artículo 62. Naturaleza.  
Artículo 63. Competencias.  

Artículo 64. Composición.  
Artículo 65. Funcionamiento.  
Sección 4.ª De la rectora o rector.  
Artículo 66. La rectora o rector.  
Artículo 67. Competencias.  
Artículo 68. Elección, nombramiento y mandato.  
Artículo 69. Disposiciones electorales.  
Artículo 70. Elecciones anticipadas a rectora o rector.  
Sección 5.ª Del Equipo de Gobierno.  
Artículo 71. El Equipo de Gobierno.  
Sección 6.ª De las vicerrectoras y vicerrectores.  
Artículo 72. Funciones.  
Artículo 73. Nombramiento y orden de prelación.  
Sección 7.ª De la secretaria o secretario general.  
Artículo 74. Funciones. 
Artículo 75. Nombramiento.  
Sección 8.ª De la o el gerente.  
Artículo 76. Funciones.  
Artículo 77. Nombramiento y organización.  

 
Capítulo III. De los órganos de las facultades y escuelas.  
Sección 1.ª De los consejos de facultad y escuela.  
Artículo 78. Naturaleza.  
Artículo 79. Composición, elección y renovación.  
Artículo 80. Competencias.  
Artículo 81. Organización y funcionamiento.  
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Sección 2.ª De la decana o directora o el decano o director.  
Artículo 82. La decana o directora o el decano o director.  
Artículo 83. Elección y nombramiento.  
Artículo 84. Mandato y remoción.  
Artículo 85. Competencias.  
Sección 3.ª Del Equipo de Dirección.  
Artículo 86. El Equipo de Dirección.  
Artículo 87. Nombramiento y funciones de vicedecanas o subdirectoras 

y vicedecanos o subdirectores.  
Artículo 88. Nombramiento y funciones de las secretarias o secretarios.  
Artículo 89. Cese.  
 
Capítulo IV. De los órganos de los departamentos.  
Sección 1.ª De los consejos de departamento.  
Artículo 90. Composición.  
Artículo 91. Competencias.  
Artículo 92. Organización y funcionamiento.  
Sección 2.ª De la directora o director.  
Artículo 93. Funciones y elección.  
Artículo 94. Competencias.  

Sección 3.ª De la subdirectora o subdirector y la secretaria o secretario.  
Artículo 95. Nombramiento, cese y funciones.  
 
Capítulo V. De los órganos de los institutos universitarios de 

investigación.  
Sección 1.ª De los consejos de instituto universitario de investigación.  
Artículo 96. Composición y competencias. 
Sección 2.ª De la directora o director. 5  
Artículo 97. Funciones y nombramiento.  
Sección 3.ª De la subdirectora o subdirector y la secretaria o secretario.  
Artículo 98. Nombramiento y funciones.  
 
Capítulo VI. De los órganos de la Escuela Internacional de Doctorado 

de la Universidad de Alicante.  
Artículo 99. Órganos de la Escuela Internacional de Doctorado de la 

Universidad de Alicante.  
 
Capítulo VII. Del régimen jurídico y funcionamiento de los órganos 

colegiados.  

Sección 1.ª Del régimen jurídico.  
Artículo 100. Disposición general.  
Artículo 101. Régimen de recursos.  
Sección 2.ª Del funcionamiento de los órganos colegiados.  
Artículo 102. Presidenta o presidente.  
Artículo 103. Convocatorias.  
Artículo 104. Sesiones.  
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Artículo 105. Acuerdos.  
Artículo 106. Secretaria o secretario.  
Artículo 107. Integrantes.  
Artículo 108. Delegaciones. 
 
Título III. De las actividades de la Universidad.  
 
Capítulo I. De la docencia y de los estudios.  
Sección 1.ª Disposiciones generales.  
Artículo 109. La función docente.  
Artículo 110. Clases de enseñanzas.  
Sección 2.ª De las enseñanzas oficiales.  
Artículo 111. Estructura de las enseñanzas oficiales.  
Artículo 112. Autorización y supresión de las enseñanzas oficiales.  
Artículo 113. Expedición de títulos oficiales.  
Artículo 114. Reconocimiento y transferencia de créditos de títulos 

oficiales.  
Artículo 115. Modalidades de matrícula en títulos oficiales.  
Artículo 116. Acceso y admisión a las enseñanzas oficiales.  
Artículo 117. Órganos responsables de las enseñanzas oficiales.  

Sección 3.ª De las enseñanzas propias.  
Artículo 118. Disposiciones comunes.  
Artículo 119. Tipología de enseñanzas propias.  
Sección 4.ª De los premios y reconocimientos académicos. 
Artículo 120. Doctorado honoris causa.  
Artículo 121. Premios extraordinarios.  
Artículo 122. Otras distinciones.  
 
Capítulo II. De la investigación y de la transferencia y difusión del 

conocimiento.  
Artículo 123. La función investigadora y de transferencia del 

conocimiento.  
Artículo 124. Derecho y deber.  
Artículo 125. Estructuras de investigación.  
Artículo 126. Empresas basadas en el conocimiento.  
Artículo 127. Fomento de la investigación y la transferencia del 

conocimiento.  
Artículo 128. Colaboración con otras entidades o personas físicas.  
Artículo 129. Invenciones universitarias.  

 
Capítulo III. De la extensión universitaria.  
Artículo 130. Actividades de extensión universitaria.  
Artículo 131. La cultura universitaria.  
Artículo 132. El deporte universitario.  
Artículo 133. La cooperación para el desarrollo sostenible y la 

solidaridad global.  



 21 

 
Capítulo IV. Del apoyo a las actividades de la Universidad.  
Artículo 134. Apoyo a las actividades de la Universidad. 
 
Título IV. De la comunidad universitaria.  
 
Capítulo I. Disposición general.  
Artículo 135. Composición.  
 
Capítulo II. Del personal docente e investigador.  
Sección 1.ª Disposiciones generales.  
Artículo 136. Composición.  
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A este respecto, se cumple con lo previsto en Título II del Decreto 

24/2009, de 13 de febrero.  
 

Quinta.- Observaciones y sugerencias al proyecto de decreto 
 
A lo largo del procedimiento de elaboración del proyecto de decreto, se 

han ido incorporando la mayor parte de las observaciones efectuadas por los 
distintos órganos que han participado en la tramitación de la norma 
proyectada. Esta Institución Consultiva, que es la última en informar, 
conforme a lo previsto en los artículos 2.4 de la Ley de la Generalitat 
Valenciana 10/1994, de creación de este Consell, y 5 del Decreto 37/2019, 
de 15 de marzo, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento del Consell 
Jurídic Consultiu de la Comunitat Valenciana, examinado el texto del decreto 
proyectado, formula las siguientes observaciones.    

 
Al preámbulo  
 
La parte expositiva del proyecto normativo objeto de consulta se ajusta, 

en términos generales, a lo dispuesto en el artículo 11.1 del Decreto 24/2009, 

de 13 de febrero, según el cual “La parte expositiva del proyecto normativo 
declarará breve y concisamente los motivos que hayan dado lugar a su 
elaboración, los objetivos y las finalidades que se pretenden satisfacer. Aludirá 
a sus antecedentes y a las competencias en cuyo ejercicio se dicta, así como a 
las líneas generales de su contenido cuando sea preciso para su mejor 
entendimiento, haciendo mención a la incidencia que pueda tener en la 
normativa en vigor, con especial atención a los aspectos novedosos. En todo 
caso, se evitarán exhortaciones, declaraciones didácticas o laudatorias u otras 
análogas”.  

 
En particular, se expone de forma clara que el principal motivo que 

impulsa la elaboración y aprobación de la norma proyectada es la necesidad 
de adaptar los vigentes estatutos al nuevo marco jurídico establecido por la 
LOSU. Así, se alude expresamente a la “necesidad de adaptación de estos a 
las disposiciones de la LOSU y se regulan diversos aspectos, como su 
estructura y organización, órganos de gobierno y representación, régimen de 
personal docente e investigador, régimen económico y financiero, y derechos y 
deberes de la comunidad universitaria, entre otros”. (párrafo sexto del 
preámbulo). 

 
Consideramos, empero, que dicha relación de aspectos que se 

pretenden modificar y adaptar –aunque sea, simplemente, a título 
ejemplificativo– resulta excesivamente sucinta, al mismo tiempo que 
insuficiente para poder formar en la persona destinataria de la norma una 
cierta idea de los cambios que se van a introducir. 
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Por otro lado, cabe tener presente que los estatutos que incorpora el 
proyecto de decreto mantienen buena parte del articulado de los de 2012, por 
lo que no resulta sencillo identificar qué preceptos han sido objeto de 
modificación o, que novedades o cambios se han añadido.  

 
A propósito de lo anterior, debemos poner de manifiesto la observación 

que formuló este Órgano consultivo, entre otros, en sus Dictámenes 
410/2011 y 472/2024, y que reproducimos a continuación:  

 
“Como señaló este Consell en su Dictamen 368/2010 (relativo a la 

modificación de los Estatutos de la UJI), tomando en consideración que los 
Estatutos de la UPV han de ser utilizados por muchos miembros de la 
comunidad universitaria que no son juristas, y que pueden estar ya 
familiarizados con la aplicación durante ocho años de los vigentes, en la parte 
expositiva de los Estatutos convendría explicitar qué innovaciones se 
incorporan con esta reforma de 2011, con la finalidad de facilitar su aplicación 
e interpretación. Incluso podría ser conveniente incluir en la parte expositiva (o 
adjuntar a los nuevos Estatutos) la relación de los preceptos que se modifican”.  

 
Por ello, se sugiere la introducción de un párrafo en el preámbulo en el 

que, de forma sucinta –si bien, más extensa y elaborada que la redacción 
proyectada– se enumeren los principales cambios y adaptaciones que se 
llevan a cabo, a los meros efectos de facilitar la comprensión del texto y la 
identificación de las novedades que incorpora.  

 
Por lo demás, en el preámbulo se justifica suficientemente la 

adecuación a los principios de buena regulación previstos en el artículo 129 
de la LPACAP y a lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley 1/2022, de 13 de 
abril, de Transparencia y Buen Gobierno de la Comunitat Valenciana. 
 

A la fórmula de aprobación 

 
La fórmula de aprobación está compuesta de diversos elementos, y 

entre ellos la facultad de propuesta que corresponde a la persona titular de la 
Consellería que insta la aprobación de la disposición que se elaboró en su 
departamento. Así pues, este es el primer elemento que debe constar al 
principio de la redacción de la fórmula de aprobación, en el presente caso tras 
la locución adverbial “Por todo ello”.  

 
En la fórmula aprobatoria se hace alusión al artículo 28, c) de la Ley del 

Consell, el cual prevé la competencia de los Consellers, como miembros del 
Consell y jefes del Departamento, para “Preparar y presentar al Consell los 
anteproyectos de Ley, propuestas de acuerdo y proyectos de Decreto relativos 
a las cuestiones propias de su Departamento, y refrendar estos últimos una vez 
aprobados”. Esta referencia no resulta errónea, en tanto que se alude acto 
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seguido a la “propuesta de la consellera de Educación, Cultura y 
Universidades”.  

 
No obstante, hay que tener en cuenta que el artículo 13.2 del Decreto 

24/2009, de 13 de febrero alude “a la norma o normas que habiliten al órgano 
para dictar la disposición”, que en este caso es el Consell. Por ello, se 
recomienda añadir la referencia al artículo 18, f) de la Ley del Consell, en tanto 
que es este precepto el que habilita al órgano para dictar la disposición. 

 
Sexta.- Observaciones al Anexo del decreto proyectado (Texto de 

los Estatutos de la Universidad de Alicante) 
 

 Examinado el texto del proyecto de decreto, corresponde pasar a 
continuación a analizar el Anexo respecto del cual, esta Institución formula 
las siguientes observaciones.  
 

Al artículo 24. Creación, modificación y supresión  

 
El apartado primero de este precepto dice: “Para la creación, 

modificación y supresión de institutos universitarios de investigación, así como 
para su adscripción y desadscripción, se estará a lo dispuesto en la legislación 
vigente y en la normativa de desarrollo de estos Estatutos”.  

 
 La redacción de este apartado es circular en la medida en que se remite 

a la legislación vigente, esto es, al artículo 41.2 de la LOSU, que establece que 
la creación, modificación y supresión de los institutos corresponde “a la 
universidad, conforme a lo estipulado en esta ley orgánica y en su normativa 
de desarrollo, así como en sus Estatutos”. Por tanto, son lo Estatutos los que 
deben prever qué órgano tiene atribuida la competencia para la creación 
modificación y supresión de estos centros, que en el particular será el Consejo 
de Gobierno, de conformidad con el artículo 63, c) de estos Estatutos.  

 
Por ello, debe modificarse la redacción del precepto en el sentido de 

indicar que la creación, modificación y supresión de los institutos 
corresponde al Consejo de Gobierno.  

 
Al artículo 28. Unidad de Igualdad  
 
El apartado segundo dice: “La Unidad de Igualdad se adscribe al 

vicerrectorado con competencias en materia de igualdad y dispondrá de la 
estructura que se determine mediante reglamento aprobado por el Consejo de 
Gobierno”. 

 
Debería añadirse que el reglamento que se apruebe por el Consejo de 

Gobierno regulará el funcionamiento de esta Unidad. Repárese que el artículo 
43.2 de la LOSU dispone expresamente, en relación con las unidad de 
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igualdad, que “Corresponde a los Estatutos de la universidad establecer el 
régimen de funcionamiento de esta unidad”. Por tanto, de no preverse de forma 

expresa dicho régimen en los Estatutos, éstos deberán contener, al menos, 
una remisión explícita a su regulación por vía de reglamento.  

 
Al artículo 29. Unidad de Diversidad 
 

 El apartado tercero dice: “La Unidad de Diversidad se adscribe al 
vicerrectorado con competencias en materia de igualdad y dispondrá de la 
estructura que se determine mediante reglamento aprobado por el Consejo de 
Gobierno”.  

 

De forma análoga a lo razonado con anterioridad para las unidades de 
igualdad, debería añadirse que el reglamento que se apruebe por el Consejo 
de Gobierno regulará el funcionamiento de esta Unidad (artículo 42.3 de la 
LOSU).  

 
Al artículo 40. Comisión de Reclamaciones  
 
El apartado tercero dice: “Las y los integrantes de la Comisión de 

Reclamaciones serán elegidos por el Claustro Universitario entre quienes 
reúnan los requisitos previstos en la normativa aplicable. Se procurará la 
composición equilibrada entre mujeres y hombres. Su mandato tendrá una 
duración de seis años”.  

 
Se desconoce que normativa regula actualmente estos requisitos. Si, 

por el contrario, se está haciendo referencia al reglamento que regula esta 
comisión, debería especificarse esto último. Por ello, se sugiere sustituir la 
alusión a “la normativa aplicable”, por la de “el reglamento aprobado por el 
Consejo de Gobierno”, en consonancia con lo previsto en los artículos 41 y 42 
de los Estatutos para las “Comisiones de apoyo al Consejo de Gobierno”, y 
“otras comisiones”, respectivamente.  

 
Al artículo 126. Empresas basadas en el conocimiento 
 
En el apartado tercero se dice que: “La creación de empresas basadas 

en el conocimiento será aprobada por el Consejo de Gobierno y se ajustará al 
procedimiento establecido al efecto en la normativa propia”.  

 

La Ley 2/2003, 28 de enero, de Consejos Sociales de las Universidades 
Públicas Valencianas establece en su artículo 4 l) que al Consejo Social le 
corresponde “Autorizar la creación por la universidad, y también su 
participación en sociedades civiles, mercantiles, fundaciones, consorcios y 
otras entidades con personalidad jurídica propia”. Por ello, convendría hacer 
referencia a dicho órgano universitario de la UA en este precepto.  
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Al artículo 198. Control interno  

 

El apartado tercero de este precepto dice: “Corresponderá a la rectora o 
rector el nombramiento de la persona responsable del órgano de control interno, 
que será aprobado por el Consejo de Gobierno previa propuesta del Equipo de 
Dirección, y oído el Consejo Social”.  

 
La referencia al “Equipo de Dirección” es errónea, pues, se trata de un 

órgano que se inserta en la estructura de las facultades y escuelas, cuya 
finalidad es la de prestar asistencia a la persona que ejerza las funciones de 
decana o directora (artículo 86). Entendemos, por tanto, que dicha mención 
se corresponde con el “Equipo de Gobierno”, que es el órgano encargado de 
prestar apoyo y asistencia a la rectora o rector en el ejercicio de sus 
competencias (artículo 71.1). En cualquier caso, resulta plenamente 
trasladable aquí el comentario que hicimos en el Dictamen 710/2025, de 15 
de octubre, a propósito de un precepto de similar redacción.  

 
1. En el ámbito universitario, la normativa anterior, esto es, la Ley 

Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades (LOU) no previó al 
regular la estructura institucional de las universidades ninguna referencia 

respecto del órgano de control interno, ni las relaciones de este con el órgano 
encargado de la gestión. Simplemente establecía en su artículo 82 un 
mandato dirigido a las Comunidades Autónomas para que estableciesen las 
normas y procedimientos para “el desarrollo y ejecución del presupuesto de 
las Universidades, así como para el control de las inversiones, gastos e ingresos 
de aquéllas, mediante las correspondientes técnicas de auditoría, bajo la 
supervisión de los Consejos Sociales”.  

 
Esta regulación dio lugar a que, en la práctica, los órganos o unidades 

de control internas de las universidades dependiesen orgánica y 
funcionalmente de órganos unipersonales como la Gerencia o el Rectorado. 
Así lo recoge, por ejemplo, el Tribunal de Cuentas en su Informe n.º 1079, de 
fiscalización de las Universidades Públicas, Ejercicio 2012, al señalar que en 
el año 2012 existían 39 universidades con unidades operativas de control 
interno, de las cuales 16 dependían orgánicamente de la Gerencia y 16 del 
Rectorado. Si bien en un principio esta circunstancia no contravenía la 
legislación vigente, posteriormente dio lugar a una serie de recomendaciones 
o advertencias por parte de algunos órganos de control externo, en el sentido 
de que no se aconsejaba la dependencia de órganos vinculados a la gestión 

ordinaria, especialmente la Gerencia o similar, en aras de la necesaria 
independencia de un órgano de control, todo ello sin menoscabo de la legítima 
autonomía universitaria. 

 
En este sentido, se ha pronunciado, entre otros, el propio Tribunal de 

Cuentas en el citado informe al señalar, en consonancia con el artículo 82 de 
la LOU, que “debería darse una dependencia funcional respecto de un órgano 
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que le permita a la unidad actuar con independencia, preferiblemente del 
Consejo Social, siendo descartable la dependencia funcional de otros órganos 
vinculados con la gestión ordinaria, especialmente la gerencia o similar”.  
 

Igualmente, el Consello de Galicia en su Informe de Fiscalización de las 
Universidades Gallegas, concretamente acerca de la Universidad de Santiago 
de Compostela de 2021, sostiene textualmente que “La configuración orgánica 
y funcional del Servicio de Control Interno dentro de la Gerencia no garantiza 
la necesaria independencia respecto a las distintas unidades gestoras de gasto 
e ingreso y no se corresponde con lo previsto en la normativa, que persigue 
garantizar esa independencia y atribuye a los consejos sociales la supervisión 
de los ingresos y gastos”.  

 
Por su parte, el Consejo de Cuentas de Castilla y León, en su Informe 

de Fiscalización de las Cuentas anuales de la Universidad de Valladolid, 
ejercicio 2016, formula la siguiente recomendación: “La Universidad de 
Valladolid debería tomar las siguientes medidas con respecto al servicio de 
control interno, dependiente de la gerencia de la universidad: Incardinarse 
tanto orgánica como funcionalmente dentro de la estructura del consejo social, 
órgano colegiado de la universidad al que la LOU le encomienda la supervisión 
de las actividades de carácter económico de la misma y del rendimiento de sus 
servicios, con el objetivo de lograr una mayor independencia respecto de los 
centros gestores de gastos e ingresos de la universidad. De esta manera el 
consejo social de la universidad de Valladolid podrá hacer frente de manera 
efectiva a las funciones que le corresponden, mediante las correspondientes 
técnicas de auditoría, funciones atribuidas, entre otras, por la LOU”. 

 
Y, más recientemente, la Cámara de Cuentas de Aragón, en su Informe 

de Fiscalización de la Universidad de Zaragoza, Ejercicios 2021 y 2022, afirma 
lo siguiente: “La UCI depende orgánica y funcionalmente del Rector de la 
Universidad. A partir del 12 de abril de 2023, con la entrada en vigor de la 
nueva Ley Orgánica del Sistema Universitario 2/2023, de 22 de marzo (LOSU), 
deberá adaptarse esta situación al artículo 59.3 de la citada ley, que establece 
que “las universidades desarrollarán un régimen de control interno, que 
contará, en todo caso, con un sistema de auditoría interna. El órgano 
responsable de este control tendrá autonomía funcional en su labor y no podrá 
depender de los órganos de gobierno unipersonales de la universidad”. 

 
Estos informes reflejan la preocupación por parte de algunos órganos 

de control externo respecto a que los órganos o unidades de control interno 
de las universidades puedan ver en riesgo su necesaria independencia en la 
medida en que queden vinculados a ciertos órganos de gobierno 
unipersonales como son el Gerente o el Rector. Asimismo, dichos órganos de 
control externo también mostraban su preferencia por la dependencia 
respecto a otros órganos colegiados, como era el caso del Consejo Social. Pues 
bien, dicha preocupación ha tenido su trasunto en la redacción de la LOSU, 
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pues, entre sus novedades, incorpora una especificidad en lo que al régimen 
de control interno se refiere. Así, señala el artículo 59.3 in fine que “El órgano 
responsable de este control tendrá autonomía funcional en su labor y no podrá 
depender de los órganos de gobierno unipersonales de la universidad”. 

 
2. El artículo 59.3 de la LOSU ha sido escasamente desarrollado por 

parte de las universidades, si atendemos a los estatutos que se han ido 
aprobando desde la entrada en vigor de la nueva Ley. La tónica general ha 
sido la reproducción en iguales términos del precepto, dejando para un 
posterior desarrollo reglamentario interno la determinación de la dependencia 
orgánica del órgano o unidad responsable del control interno. Es el caso, por 
ejemplo, de la Universidad Nacional de Educación a Distancia (artículo 265.1 
del Real Decreto 181/2026, de 11 de marzo, por el que se aprueban los 
Estatutos de la Universidad Nacional de Educación a Distancia); de la 
Universidad Autónoma de Barcelona (artículo 198.4 del Anexo del Acuerdo 
GOV/62/2025, de 11 de marzo, por el que se aprueban los Estatutos de la 
Universitat Autònoma de Barcelona); de la Universidad de Zaragoza (artículo 
250.3 del Anexo del Decreto 23/2025, de 28 de febrero, del Gobierno de 
Aragón, por el que se aprueban los Estatutos de la Universidad de Zaragoza); 
y de la Universidad de Oviedo (artículo 226.1 del Anexo del Decreto 77/2024, 

de 5 de diciembre, por el que se aprueban los Estatutos de la Universidad de 
Oviedo). 

 
Como excepciones a la regla anterior, debemos señalar algunos casos 

en los que explícitamente se establece que la unidad de control interno 
dependerá del Consejo de Gobierno. Así ocurre, por ejemplo, con la 
Universidad de Sevilla (artículo 172.2 del Anexo del Decreto 98/2025, de 30 
de abril, por el que se aprueban los estatutos de la Universidad de Sevilla); la 
Universidad Politécnica de Madrid (artículo 208.2 del Decreto 84/2025, de 22 
de octubre, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueban los Estatutos de 
la Universidad Politécnica de Madrid); la Universidad de Murcia (artículo 178, 
b) del Decreto 7/2026, de 19 de febrero, por el que se aprueban los Estatutos 
de la Universidad de Murcia); o, la Universitat Jaume I (artículo 156.1 del 
Decreto 194/2025, de 12 de diciembre, del Consell, por el que se aprueban 
los Estatutos de la Universitat Jaume I). Precisamente, con motivo de los 
estatutos de la Universitat Jaume I, este Órgano consultivo emitió su 
Dictamen 710/2025, de 15 de octubre.  

 
3. De conformidad con el artículo 59.3 de la LOSU: “Las universidades 

estarán sometidas al régimen de auditoría pública que determine la normativa 
autonómica o, en su caso, estatal. Asimismo, las universidades desarrollarán 
un régimen de control interno, que contará, en todo caso, con un sistema de 
auditoría interna. El órgano responsable de este control tendrá autonomía 
funcional en su labor y no podrá depender de los órganos de gobierno 
unipersonales de la universidad”. 
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La opción del legislador de sustraer a los órganos de gobierno 
unipersonales de la universidad cualquier posibilidad de ejercer un control o 
de establecer una relación de dependencia sobre el órgano responsable del 
control interno responde, básicamente, a la exigencia primordial de dotar a 
estos últimos de mayores garantías de independencia, autonomía e 
imparcialidad. Esto es así, en tanto que la capacidad de controlar y afectar a 
la independencia del órgano o unidad administrativa que se encuentra bajo 
su dependencia, en el caso de los órganos unipersonales, es mayor que en los 
que su titular es una persona física. Dicho en otros términos, la dependencia 
de un órgano de gobierno unipersonal supone un mayor riesgo para la 
autonomía e independencia que se predica de los órganos responsables del 
control interno.  

 
De ahí que, al excluir el legislador la opción de hacer depender al órgano 

responsable del control de un órgano de gobierno unipersonal, las posibles 
soluciones interpretativas que se desprenden del artículo 59.3 de la LOSU 
parecen ser dos. 

 
Por un lado, que el órgano de control dependa de un órgano 

administrativo colegiado. Los órganos colegiados son aquellos cuya 

titularidad es compartida por un conjunto de personas físicas, cuya principal 
nota característica es que la formación de la voluntad del órgano es fruto del 
concierto de voluntades individuales, esto es, la de sus miembros. Así, la 
decisión del órgano es el resultado de un proceso ordenado y razonado de 
deliberaciones, en el que se busca la ponderación de opiniones entre los 
miembros que conforman el propio órgano administrativo. De tal forma que, 
a mayor número de miembros mayor grado de diversidad de opiniones y, por 
consiguiente, mayor número de sujetos que pueden participar en la toma de 
decisiones. Lo cual, evidentemente, redundará en una mayor dificultad para 
menoscabar la autonomía, imparcialidad e independencia del órgano bajo su 
dependencia.  

 
Por otro lado, la redacción del artículo 59.3 de la LOSU también 

permitiría –en consonancia con la autonomía de que disponen las 
Universidades– la posibilidad de prever un órgano independiente, sin 
dependencia de ningún otro órgano administrativo, que ejerciera sus 
funciones de control si bien con la existencia de mecanismos de rendición de 
cuentas, eso sí, ante otros órganos, como podría ser el Consejo Social. No 
obstante, esta opción no ha sido planteada por la universidad en este caso, 

por lo que no merece mayor interés. 
 
En atención a todo lo expuesto, parece claro que la opción elegida por 

el legislador, a saber, la exclusión de los órganos de gobierno unipersonales 
no responde a una mera preferencia formal, sino que existen razones 
sustantivas que así la respaldan. En cualquier caso, no debemos olvidar que 
la cuestión esencial que trata de asegurar la LOSU es de carácter funcional: 
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asegurar la autonomía, imparcialidad e independencia del órgano. Opción del 
legislador en la redacción del artículo 59.3 de la LOSU, que es la del órgano 
colegiado, como manera de garantizar la autonomía e imparcialidad del 
órgano de control. 

 
4. El artículo 198 del Anexo del proyecto de decreto no establece 

explícitamente la forma de adscripción del órgano de control interno. Sin 
embargo, sí prevé en su apartado tercero que el nombramiento de la persona 
responsable de este órgano corresponderá a la rectora o rector, que será 
aprobado por el Consejo de Gobierno, previa propuesta del Equipo de 
Dirección (entiéndase, “Equipo de Gobierno”), y oído el Consejo Social.  

  

Si bien es cierto que la LOSU no prescribe quien puede nombrar al 
órgano de control, lo cual permite a las Universidades regular libremente esta 
cuestión, no lo es menos que al fijar como órgano encargado del 
nombramiento al rector o rectora, aunque sea a propuesta del Equipo de 
Gobierno y “escuchado” (es decir, no con carácter vinculante) el Consejo 
Social, podemos encontrarnos ante un riesgo para la garantía efectiva de la 
independencia, autonomía e imparcialidad que se predican del órgano 
responsable del control. Y es que, no puede soslayarse que el “Equipo de 

Gobierno” es un órgano colegiado con rasgos particulares que, a nuestro 
entender, pueden no ajustarse adecuadamente a la finalidad de 
independencia del órgano de control interno que persigue el artículo 59.3 de 
la LOSU.  

 
Así, cabe recordar que el título del artículo 50 de la LOSU habla de “El 

Rector o la Rectora y su Equipo de Gobierno” y el adjetivo posesivo “su” remite 
a la posición que ocupa el órgano en la estructura orgánica de la universidad, 
que parece de clara subordinación, lo que no corresponde a las características 
de un órgano colegiado. Esto parece claro si atendemos al párrafo segundo 
del citado artículo, cuando se caracteriza al Equipo de Gobierno como unidad 
de apoyo al rector o rectora: “Como unidad de apoyo al Rector o Rectora se 
constituirá un Equipo de Gobierno que será presidido por él o ella, y que estará 
integrado por los Vicerrectores y Vicerrectoras, el o la Gerente y el Secretario o 
la Secretaria General, así como por cualquier otro miembro que establezcan los 
Estatutos de cada universidad”. Además, ha de tenerse en cuenta lo que 
establece el apartado 2 del artículo 50 de la LOSU, en su letra f), entre las 
competencias del rector o rectora: el nombramiento y cese de los miembros 
del equipo de gobierno. 

 
Por su parte, el artículo 71.1 del texto del Anexo establece que “Para 

prestar apoyo y asistencia a la rectora o rector en el ejercicio de sus 
competencias se constituirá un Equipo de Gobierno”. A lo que se añade en su 
apartado segundo lo siguiente: “El Equipo de Gobierno estará formado por la 
rectora o rector, que lo presidirá, las vicerrectoras y vicerrectores, la secretaria 
o secretario general, la o el gerente y, en su caso, por las personas que designe 
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la rectora o rector”. Además, el apartado tercero de este mismo precepto añade 
que “La presidenta o presidente del Consejo de Estudiantes de la Universidad 
de Alicante podrá asistir, con voz, pero sin voto, a las reuniones del Equipo de 
Gobierno cuando así lo considere oportuno la rectora o rector” lo cual refuerza 
la interpretación de la idea de control que tiene el rector o rectora sobre este 
órgano. A esto último también contribuyen el artículo 67, e) cuando atribuye 
a la rectora o rector la competencia para convocar y presidir el Equipo de 
Gobierno, y ejecutar sus acuerdos.  

 
Como hemos expuesto anteriormente, la finalidad que persigue el 

legislador, al excluir la dependencia de órganos de gobierno unipersonales 
apunta a un objetivo funcional, es que el órgano al que se adscribe el órgano 
o unidad responsable del control interno no tenga unas características que 
puedan afectar a la independencia y autonomía de este último. Parece que la 
vinculación estatutaria al Equipo de Gobierno (por medio de su propuesta), 
dependiente del rector o rectora, escogida como fórmula en los estatutos de 
la UA que figuran en el anexo, no es la vía más adecuada para garantizar el 
objetivo primordial al que responde el apartado 3 del artículo 59 de la LOSU 
que, como hemos reiterado, no es otro que la autonomía e independencia del 
órgano de control interno. Sería necesario, pues, que este órgano de control 

dependa de otro órgano colegiado, que comporte menos riesgo de afectar a 
esa independencia y autonomía.  

 
Esta observación tiene carácter esencial a los efectos del artículo 77.3 

del Reglamento de este Consell. 
 
Séptima.- Cuestiones de técnica normativa y aspectos de redacción 

 
Con carácter general, en la elaboración y la tramitación de este proyecto 

de decreto se atendió el cumplimiento de los criterios de sistemática y de 
técnica normativa establecidos en los preceptos y en las reglas del Decreto del 
Consell 24/2009, de 13 de febrero.  

 
En este sentido, los artículos se han titulado y numerado (artículo 25), 

y las disposiciones de la parte final se han titulado, bien como únicas, cuando 
procede, o bien se han numerado con ordinales redactados en palabras 
(artículo 28). 

 
En cuanto a la redacción del texto del proyecto normativo, se constata 

que ha sido bastante cuidadosa y atenta, utilizando un lenguaje 
administrativo moderno, inclusivo y sin aparente discriminación de género, 
lo que sin duda influye en la calidad de este proyecto de decreto, si bien este 
reconocimiento no impide que debamos plantear algunas mejoras del texto. 
 

En primer lugar, a lo largo del texto se utilizan expresiones tales como 
“egresados y egresadas” (artículo 2.1, j) del Anexo); “las y los integrantes” 



 34 

(artículos 8.2, 40.3, 45.2, 51, 59.2, 85, h), 91, f), 103.1, del Anexo); “las y los 
miembros” (artículos 30.4 y 167, d) del Anexo); “las y los vicegerentes” 
(artículos 43.3, f) y 77.4 del Anexo); “las y los representantes” (artículos 57.2, 
67, q) del Anexo); “las y los componentes” (artículo 106.2 del Anexo); o, “las y 
los claustrales” (artículo 202.2 del Anexo). Es cierto que la propia LOSU 
emplea esta terminología en su articulado; sin embargo, entendemos que la 
utilización de fórmulas neutras como, a título de ejemplo, “las personas 
integrantes”, “las personas representantes”, etc., son más recomendables en 
tanto que facilitan y agilizan la lectura del texto.  

 
En segundo lugar, se utiliza en reiteradas ocasiones la expresión 

"Generalitat Valenciana" cuando debe serlo la de "Generalitat" (artículo 20 del 
Estatuto de Autonomía vigente), por lo que deberá expresarse así en los 
artículos 1.2, 10, 36.2, 37.3, 38.2, 53.1, 54.3, 63, c), 67, h), 68.6, 112, 137, 
140.2, 151.2, 159.1, 166.1, 177, 179.1, 180.4, 182.2, 192.2, 194 y 204.  

 
En tercer lugar, en el preámbulo del proyecto de decreto cuando se cita 

la Ley orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del sistema universitario se añade 
acto seguido la abreviatura “LOSU”. Sin embargo, posteriormente, en el 
Anexo, no se hace uso en ningún momento del texto de dicha abreviatura, 

citándose, por el contrario, la norma de forma completa.  
 
En cuarto lugar, sugerimos evitar el anglicismo “y/o”, que se sustituirá 

por la conjunción disyuntiva “o”. A este respecto, véase el artículo 64.1, g) del 
Anexo que dice: “(…) en representación del resto del personal docente y/o 
investigador”. Igualmente, los artículos 79.1, a), 147.2 y 156.3.  

 
 
Tras el examen del proyecto de decreto, del Consell, por el que se 

aprueban los estatutos de la Universidad de Alicante, este Consell Jurídic 
Consultiu estima que es conforme con el ordenamiento jurídico, siempre que 
se atienda la observación esencial que se ha formulado en el presente 
dictamen.  
 
 

III 
CONCLUSIÓN 

 
 

Por cuanto queda expuesto, el Pleno del Consell Jurídic Consultiu de la 
Comunitat Valenciana es del parecer: 
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Que el proyecto de decreto, del Consell, por el que se aprueban los 
estatutos de la Universidad de Alicante se ajusta al principio de legalidad y es 
conforme con el ordenamiento jurídico, siempre que se atienda la observación 
esencial que se ha formulado en el presente dictamen.  

 
 
 V.H., no obstante, resolverá lo procedente. 
 
 
 València, 3 de junio de 2026 
 
       EL SECRETARIO GENERAL 
 
 
LA PRESIDENTA  
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